TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, diecisiete de marzo de dos mil nueve

Acta No. 103 del 17 de marzo de 

Expediente: 66001-31-03-002-2003-00076-01
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el señor Octavio López Gómez frente al auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ordinario que promovió contra la Caja Nacional de Previsión Social –Cajanal- EPS en liquidación.

ANTECEDENTES

Pretende el demandante obtener se declare administrativamente responsable a la entidad demandada por las lesiones que le causó con el indebido cierre de colostomía a que fue sometido y en consecuencia, le cancele los perjuicios materiales y morales que sufrió.

Por auto del 10 de abril de 2003, el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, al que se dirigió la acción, se declaró incompetente para conocerla y dispuso su remisión al Civil del Circuito de la ciudad, para el respectivo reparto.

Correspondieron las diligencias al Segundo de esa especialidad que admitió la demanda mediante providencia del 21 de mayo del año citado.

Agotadas las etapas previas a la sentencia, decidió el juzgado, mediante providencia del 19 de diciembre del año anterior, declarar la nulidad de todo lo actuado desde el auto admisorio de la demanda “por carencia de competencia funcional” y ordenó remitirlo al Juzgado Laboral que corresponda por reparto. Estimó la a-quo que la Ley 712 de 2001 atribuyó a la justicia laboral  el conocimiento de las controversias referentes al sistema se seguridad social integral que se susciten entre los “afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras; cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos materia de discusión”.

Inconforme con esa providencia, el demandante apeló. Para sustentar el recurso, expresó que al juzgado no podía decretar la nulidad del proceso cuando ya había decidido asumir su competencia y pasados casi siete años después de iniciado el proceso. Alega que el auto impugnado  atenta contra la seguridad jurídica, descalifica los pilares de la administración de justicia y constituye un acto de denegación de justicia.
CONSIDERACIONES 

Con apoyo en las normas que regulan la institución de las nulidades procesales, la doctrina y la jurisprudencia han desarrollado  los principios de especificidad, convalidación  y protección sobre los  que se edifica aquella figura. Por el primero se entiende que no hay vicio capaz de afectar la validez de la actuación sin que el hecho se encuentre tipificado en una norma; por el segundo,  que de darse ciertos requisitos, algunas nulidades pueden convalidarse y por el último, que tratándose de nulidades saneables,  sólo la persona afectada con el agravio está legitimada para alegarla.

El  postulado de la convalidación está consagrado en el artículo 144 del Código de Procedimiento Civil al advertir que algunas de las causales de nulidad pueden sanearse de manera expresa o tácita, ya sea porque la parte que puede alegarlas no lo hace oportunamente, ora la convalida de manera expresa, o bien tratándose de persona indebidamente representada, citada  o emplazada, actúa en el proceso sin aducirla, o cuando a pesar del vicio el acto procesal cumple su finalidad sin violar el derecho de defensa.

En el caso concreto la señora Juez Segundo Civil del Circuito, sin que alguna de  las partes la hubiese alegado, declaró la nulidad de todo lo actuado desde el auto admisorio de la demanda, aduciendo su falta de competencia funcional.

Es lo primero aclarar que de acuerdo con los argumentos que sustentan la decisión, no es aquella clase de nulidad la que encontró configurada el juzgado, porque no se trata de adjudicar el conocimiento a juez que corresponda por la especial función que se le atribuya en el proceso; es decir, no es criterio vertical el factor que determina el cambio de competencia, evento en el que sí se generaría nulidad insaneable, como lo explica la Corte Constitucional:
“Por el contrario la nulidad originada en la falta de competencia funcional o en la falta de jurisdicción no es saneable. ¿Por qué? Porque siendo la competencia funcional la atribución de funciones diferentes a jueces de distintos grados, dentro de un mismo proceso, como se ha dicho (primera y segunda instancia, casación, revisión, etc.), el efecto de su falta conduce casi necesariamente a la violación del derecho de defensa, o a atribuir a un juez funciones extrañas a las que la ley procesal le ha señalado. Piénsese, por ejemplo, en tramitar un recurso de casación ante un tribunal superior: es claro que esto atentaría contra la misma organización de la administración de justicia y violaría el debido proceso”
.

La falta de competencia la encuentra el juzgado en la materia sobre la que versan las pretensiones que estima no le incumbe conocer por ser asunto propio de la rama laboral.

Ese hecho genera la nulidad consagrada en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, pero de admitirse que se  configuró, tal anomalía debe considerase saneada en virtud del principio de la convalidación, ya que no fue alegada de manera oportuna y porque su propia naturaleza lo permite.
Dice en efecto el numeral 5º del artículo 144 atrás citado que la nulidad se considerará saneada cuando la falta de competencia distinta de la funcional no se haya alegado como  excepción previa y que saneada, el juez seguirá conociendo del proceso.

Sobre el  tema dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 19 de junio de 2001, con ponencia del Dr. Jorge Santos Ballesteros:

“... Circunscrito el asunto a una falta de competencia y no a una falta de jurisdicción, solo resta indicar que esa causal de nulidad…es decir, la contenida en el numeral 2° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, es saneable (artículo 144 in fine del mismo código) salvo que se trate de competencia funcional, que no es el caso. 

“Por consiguiente, a pesar de que en este asunto la competencia para fallarlo radicaba en cabeza de los jueces civiles del circuito y por ende de la sala de decisión civil del Tribunal, según lo que sobre el particular definió con autoridad el artículo 26 de la ley 446 de 1998, como se indicó, esa anomalía no solo no fue la denunciada sino que, de todos modos, quedó saneada al allanarse las partes sin réplica alguna, cuando al comienzo del litigio, según se indicó en los antecedentes, el juez de familia, sin réplica alguna, asumió el conocimiento del caso que le remitió el juez civil del circuito, donde inicialmente se había radicado el proceso...”.
Así las cosas, de haberse configurado el vicio, la nulidad por falta de competencia se saneó y por ende, no podía el Juez declararla, ni siquiera de manera oficiosa por expresa prohibición del inciso 2º del artículo 148 de Código de Procedimiento Civil. 
Sobre este último aspecto dijo la misma Corporación, por auto del 15 de agosto de 2003, con ponencia del Dr. Jorge Antonio Castillo Rugeles:

“1. Es de repetir, una vez más, que aceptada la competencia por efecto del auto admisorio ella  podrá ser alterada por circunstancias sobrevinientes, pero no de cualquier modo, sino siguiendo siempre el camino establecido por la ley para esa secuela, como, por ejemplo, el trazado por los artículos 97-2, 99-8 y 21 del C. de P. Civil.

“El propio juez, después de admitida la demanda y, por ende, su competencia, no puede desprenderse de ellas como a bien tenga. Cierto es que dicho funcionario tiene el poder de manifestar su incompetencia, de manera oficiosa, pero para ser ejercido al momento de recibir la demanda (ob. cit., art. 85, incisos tercero y cuarto). Ninguna norma lo autoriza para así hacerlo en cualquier momento posterior, porque, se repite, la variación de la competencia puede ocurrir solo en casos especiales como los mencionados atrás.”

En consecuencia, no resulta válido el argumento que la providencia impugnada contiene, en cuando considera la funcionaria de primera instancia que sí procedía la  declaratoria de nulidad de manera oficiosa porque el proceso no se lo remitió el superior jerárquico ni la Corte Suprema de Justicia, toda vez que la oportunidad para apartarse de su conocimiento sólo pudo surgir en el mismo momento en que lo recibió del Tribunal Administrativo de Risaralda o de resolver favorablemente la excepción previa sobre falta de competencia, de haberse formulado.

Así las cosas, como le asiste razón al demandante, se revocará el auto impugnado y en consecuencia, se dispondrá que el funcionario de primera instancia continúe con el trámite que al proceso corresponda.

En esta instancia no hay condena en costas. (artículo 392 numeral 5º del Código de Procedimiento Civil).

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda,  en Sala de Decisión Civil-Familia, 

R E S U E L V E:

1º. Revocar el auto de fecha 19 de diciembre de 2008, proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira en el proceso ordinario promovido por el señor  Octavio López Gómez contra la Caja Nacional de Previsión Social –Cajanal- EPS en liquidación y en consecuencia, se ordena continuar el trámite del proceso.

2º. Sin costas en esta instancia.

Los Magistrados,




CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS




GONZALO FLOREZ MORENO



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Sentencia T-357 de 2002, MP. Eduardo Montealegre Lynett.
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